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La parte dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente
pronunciamiento:

•Fallarnos: Que estimando el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por don Clemente Fernández Lozano contra la Resolución de la
Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado (MUYACE), de
fecha 18 de enero de 1991, que denegó la solicitud de reintegro de gastos
de asistencia sanitaria, así como frente a la Resolución del Ministerio para
las Administraciones Públicas de fecha 9 de abril de 1991 que expresamente
desestimó el recurso de alzada deducido contra aquélla, debemos declarar
y declaramos las mencionadas Resoluciones disconformes con el orde­
namiento jurídico, anulándolas.

En consecuencia, declaramos el derecho del actor al reintegro de los
gastos de asistencia sanitaria a los que se contrae el presente proceso,
ordenando a la Administración demandada a estar y pasar por esta decla~

ración, con el consiguiente abono de dichos gastos, debiendo estarse, en
cuanto a intereses, a lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley General
Presupuestaria.

Todo ello, sin hacer expresa imposición de las costas procesales cau­
sadas.»

En su virtud, este Ministerio para las Administraciones Públicas, de
confonnidad con lo establecido tn los artículos 118 de la Constitución,
17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, di! 1 de julio, del Poder Judicial, y demás
preceptos concordántes de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencio­
so-Administrativa, ha dispuesto la publicación de dicho fallo en el .Boletín
Oficial del Estado», para general conocimiento y cumplimiento en sus pro­
pios ténninos de la menciona~asentencia.

~ que digo a VV. 11.
Madrid, 19 de abril de 1994.-El Ministro para las Administraciones

Públicas, P. D. (Orden de 11 de septiembre de 1992, .Bo1etín Oficial del
Estado" del 22), el Subsecretario, Francisco Hern~ndezSpínola.

llmos. Sres. Subsecretario y Director general de la Mutualidad General
de Funcionarios Civiles del Estado.

10074 ORDEN de 19 de abril de 1994 por la que se dispom¡ la
publicaci6n, para general conocimiento y cumplimiento,
del fallo de la senterwia dictada, en grado de apelación,
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Supremo, en el recurso de apelaci6n número 8.590/1991,
promovido por doña Pilar Beatriz Martín de Diego y otros;

La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, ha
dictado sentencia, en grado de apelación, con fecha 29 de rtoviembre de
1993, en el recurso de apelación número 8.590/1991, en el que son partes,
de una, como apelantes, doña Pilar Beatriz Martín de Diego, doña Angeles
Camarero Ontoria, don José Ignacio Alonso Rubio, doña Marina Cazorla
Polo, don Manuel Escolano Neyra, don Juan Sánchez Puga Soler, don San­
tiago Javier Aguirre Echechipia, don Francisco Javier Cortés Alcarlo y
don Jorge Alberto Ontiveros Peláez, y de otra, como apelada, la Admi­
nistración General del Estado, representada y defendida por el Letrado
del Estado.

El citado recurso se promovió contra la sentencia de 27 de abril de
1991 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional,
recaída en el recurso 100.199/90, sobre nombramiento de funcionarios
de carrera.

La parte dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente
pronunciamiento:

•Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el recurso de ape­
lación interpuesto en nombre de doña Pilar Beatriz Martín de Diego y
demás personas que se relacionan en el encabezamiento de esta sentencia,
contra la sentencia de 27 de abril de 1991 dictada por la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional (Sección Primera), en
el recurso número 100.199/90, seguido por el trámite especial de la Ley
62/1978, y en cOllBecuencia confirmamos la referida sentencia con impo­
sición de las costas a los apelantes.»

En su virtud, este Ministerio para las Administraciones Públicas, de
confonnidad con lo establecido en los artículos 118 de la Constitución;
17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y demás
preceptos concordantes de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencio­
so-Administrativa, ha dispuesto la publicación de dicho fallo en el .Boletín

Oficial del Estado», para general conocimiento y cumplimiento en sus pro­
pios términos de la mencionada sentencia.

Lo que digo a VV. 11.
Madrid, 19 de abril de 1994.-El Ministro para las Administraciones

Públicas, P. D. (Orden de 11 de septiembre de 1992, .Boletín Oficial del
Estado. del 22), el Subsecretario, Francisco Hernández Spínola.

lImos. Sres. Subsecretario y Director.general de la Función Pública.

10075 ORDEN de 19 de abril de 1994 por la que se dispone la
publicación para general conocimiento y cumplimiento del
faUo de la sentencia dictada por la Sala de lo Contencio­
so-Administrativo de la Audiencia Nacional, en el recurso
contencioso-administrativo 501.862, promovido por el Cole­
gio Oficial de Ingenieros Agr6nomos del Centro.

La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional
ha dictado sentencia, con fecha 1 de junio de 1993, en el recurso con­
tencioso-administrativo número 501.862, en el que son partes, de una,
como demandante, el Colegio Oticialde Ingenieros Agrónomos del Centro,
y de otra, como demandada, la Administración General del Estado, repre­
sentada y defendida por el Letrado del Estado.

El citado recurso se promovió contra la Resolución ,presunta del Minia-­
terio de la Presidencia, que desestimaba el recurso de reposición inter­
puesto contra las Ordenes de 27 de diciembre de 1983 y 8 de febrero
de 1984, de la Dirección General de la Función Pública, sobre vacantes
en los Servicios Centrales de la Junta de Castilla y León.

La parte dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente
pronunciamiento:

-Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por el Procurador de los Tribunales don Rafael Rodríguez Montaut
en nombre y representación del Colegio Oficial de Ingenieros Agrónomos
del Centro contra la resolución desestimatoria presunta por silencio admi­
nistrativo del recurso de reposiCión formulado contra las Ordenes de 27
de·diciembre de 1983 y 8 de febrero de 1984, debemos confinnar y con­
finnamos dichas resoluciones administrativas por ser conformes a derecho,,;
sin hacer condena en costas.»

En su virtud, este Ministerio para las Administraciones Públicas, de
confonnidad con lo establecido en los artículos 118 de la Constitución;
17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y demás
preceptos concordantes de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencio­
so-Administrativa, ha dispuesto la publicación de dicho fallo en el.Boletín
Oficial del Estado_, para general conocimiento y cumplimiento en sus pro­
pios términos de la mencionada sentencia.

Lo que digo a VV. n.
Madrid, 19 de abril de 1994.-El Ministro para las Administraciones

Públicas, P. D. (Orden de 11 de septiembre de 1992, .Boletín Oficial del
Estado_ del 22), el Subsecretario, Francisco Hernández Spínola.

limos. Sres. Subsecretario y Director general de la Función Pública.

10076 ORDEN de 19 de abril de 1994 por la que se di$pone la
publicación para general conocimiento y cumplimiento,
del fallo ¿; la sentencia dictada por la Sala de lo Con­
tencioso-Administra,tivo del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid, en el recurso contencioso-administrativo
1268/1990, promovido por don Enrique Vega Rodríguez.

La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus­
ticia de Madrid, ha dictado sentencia, con fecha 17 de septiembre de 1993,
en el recurso contencioso-administrativo número 1268/1990, en el que
son partes, de una, como demandante don Enrique Vega Rodríguez, y
de otra como demandada la Administración General del Estado, repre­
sentada y defendida por el Letrado del Estado.

El citado recurso se promovió contra la Resolución presunta del Minis­
terio para las Administraciones Públicas, que desestimaba el recurso de
alzada interpuesto contra la Resolución de la Mutualidad General de Fun­
cionarios Civiles del Estado de fecha 24 de mayo de 1990, sobre pensión
de jubilación del integrado Montepío de la Organización Sindical.

La parte dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente
pronunciamiento:


